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 ANUNCIO de 15 de julio de 2008, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por don Alfonso Bejarano San-
taella, en nombre y representación de Sur Copas, S.C., 
contra otra dictada por el Delegado del Gobierno de Cá-
diz, recaída en el expediente S-EP-CA-000046-05.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Alfonso Bejarano Santaella, en nombre y representación de 
Sur Copas, S.C., de la resolución adoptada por el Secretario 
General Técnico al recurso administrativo interpuesto contra 
la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública la 
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a 26 de mayo de 2008.

Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los si-
guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 23 de mayo de 2006, el Ilmo. Sr. 
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, 
dictó una resolución por la que se impuso a la entidad inte-
resada una sanción por un importe de 400 euros, al conside-
rarla responsable de una infracción a lo dispuesto en el art. 
14.c), en relación con la Disposición Transitoria 1.ª, de la Ley 
13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Ac-
tividades Recreativas de Andalucía (en la redacción dada por 
la Ley 10/2002, de 21 de diciembre). Dicha infracción fue ti-
pificada como falta muy grave de acuerdo con lo previsto en 
el art. 19.12 de la citada Ley 13/1999, no obstante, fue san-
cionada de acuerdo con el intervalo previsto para las faltas 
graves.

Los hechos que vinieron a fundamentar la resolución 
sancionadora fueron que el día 26.2.2005, el establecimiento 
que nos ocupa (denominado Discoteca Sur Copas), sito en la 
Avda. San Juan de Puerto Rico, L 4-5, en la localidad de Rota 
(Cádiz), carecía de Seguro de Responsabilidad Civil Obligatorio 
para Establecimientos Públicos, en la cuantía y términos esta-
blecidos en la normativa vigente.

Segundo. Contra la citada resolución, la entidad recu-
rrente presentó, un recurso de alzada alegando, resumida-
mente:

1. Que por los mismos hechos se ha iniciado contra la 
interesada expediente sancionador por parte de la Subdelega-
ción del Gobierno de la Administración del Estado, aportando 
acuerdo de iniciación correspondiente, así como la resolución 
dictada.

2. Que la empresa, en el momento de la denuncia dispo-
nía de un seguro obligatorio, aunque de cobertura insuficiente, 
entendiendo dicha circunstancia incompatible con el tipo san-
cionador aplicado. También indica que sería aplicable en su fa-
vor el la Disposición Transitoria Única del Decreto de la Junta 
de Andalucía 109/2005.

3. Solicita la recalificación a leve de la infracción y la sus-
pensión condicional.

Tercero. Al no constar la representación del Sr. Bejarano 
Santaella con respecto a la entidad recurrente, requisito exigi-
ble a tenor de lo dispuesto en el art. 32.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
se le requirió que acreditara tal extremo, actuación que llevó 
finalmente a cabo en marzo de 2008.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y 115 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía.

Segundo. Respecto a las alegaciones realizadas por la 
entidad recurrente, se ha de señalar, que de una lectura com-
pleta del expediente (antecedentes, hechos probados y funda-
mentos de derecho), se advierte que el hecho esencial que se 
viene a sancionar es, precisamente, el que un determinado 
día (26 de febrero de 2005), el establecimiento que nos ocupa 
no disponía de un contrato de seguro de responsabilidad civil 
ajustado a la cuantía y términos establecidos en la normativa 
vigente.

Al respecto, se ha de indicar que citada Ley 13/1999, 
de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas de Andalucía –en la redacción dada por la Ley 
10/2002, de 21 de diciembre–, señala en su art. 14.c) en re-
lación con la Disposición Transitoria Primera, que para casos 
de lesiones y muerte de los espectadores y asistentes a los 
espectáculos públicos y actividades recreativas, los titulares 
de los establecimientos públicos deberán suscribir un contrato 
de seguro de responsabilidad civil con una cobertura mínima 
de 150.253,03 euros en caso de muerte, y hasta un tope acu-
mulado de 1.202.024,41 euros para tal contingencia en el su-
puesto de que fuesen dos o más personas las afectadas en un 
mismo siniestro.

Por otra parte, del examen de la documentación aportada 
por el recurrente se viene a advertir, en primer lugar, que si 
bien en el momento de la denuncia el establecimiento dispo-
nía de una póliza que cubriría la responsabilidad civil (Vitalicio 
Seguros, núm. 32-1-704.000.886), no es menos cierto que no 
lo hacía en las cantidades requeridas por la normativa vigente 
en dicho preciso instante (Ley 13/1999) –responsabilidad civil: 
150.254 euros–, cuestión reconocida por la propia recurrente 
en su recurso.

Por otra parte, no resulta aplicable la Disposición Transi-
toria Única del Decreto 109/2005, ya que, sin necesidad de 
entrar en otras consideraciones, tal periodo de adaptación 
parte de la existencia de un anterior seguro correctamente 
contratado, circunstancia que no ocurre en este supuesto.

Consecuentemente, se aprecia la existencia de una infrac-
ción a lo dispuesto en los preceptos anteriormente señalados, 
debidamente tipificada como falta muy grave en el art. 19.12 
de la Ley 13/1999 (carencia o falta del contrato de seguro de 
responsabilidad civil, en los términos exigidos en la normativa 
de aplicación). 

No obstante, en este supuesto es preciso tener en cuenta 
una serie de circunstancias. En primer lugar, la novedad 
que en el sector supuso la obligación, impuesta por la Ley 
13/1999, de contar con un específico seguro de responsabili-
dad civil que cubriera las eventuales lesiones y muertes de los 
espectadores y público asistentes a los espectáculos públicos 
y actividades recreativas. En segundo lugar, y con carácter ge-
neral, las reticencias presentadas por las entidades asegura-
doras para la obtención del citado seguro. En tercer lugar, las 
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modificaciones y desarrollo que respecto a esta cuestión ha 
sufrido la normativa hasta llegar al actualmente vigente De-
creto 109/2005, de 26 de abril, norma ésta última que fija 
la cuantía de las sumas aseguradas en función del tipo de 
establecimiento y del aforo -al contrario que la Ley 13/1999, 
que establecía unas únicas sumas aseguradas para cualquier 
tipo de establecimiento y con independencia de su aforo-. En 
cuarto lugar, que el fin último de la citada Ley 13/1999, es que 
los establecimientos públicos que estén activos cuenten con 
un seguro de responsabilidad civil, seguro que se conforma 
como un instrumento más de protección de los intereses de 
los asistentes y espectadores.

En el presente supuesto, el recurrente, a lo largo del ex-
pediente (con posterioridad a la denuncia), la entidad recu-
rrente suscribió una póliza en los términos previstos en la Ley 
13/1999 (Vitalicio Seguros, póliza núm. 271-1-704.000.607, 
denuncia: 26.2.2005, nueva póliza: 3.3.2005), y además, los 
hechos sucedieron con anterioridad a la entrada el vigor del 
citado Decreto 109/2005 (norma que viene a desarrollar y 
precisar la cuestión que nos ocupa).

Pues bien, el conjunto de dichas circunstancias aconseja 
estimar el recurso, en tanto en cuanto, en definitiva, el esta-
blecimiento consiguió contar con el seguro correcto a lo largo 
del expediente, fin último de la norma.

A la vista de lo anterior se considera estéril la valoración 
de las restantes alegaciones, debiéndose sólo indicar, en todo 
caso, que por falta de competencia para ello, no es posible 
revisar las sanciones que hubieran podido ser impuestas por 
otra Administración.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación

R E S U E L V O

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Alfonso 
Bejarano Santaella, en nombre y representación de la entidad 
denominada “Sur Copas, S.C.”, revocando la resolución del 
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en 
Cádiz, de fecha 23 de mayo de 2006, recaída en el expediente 
sancionador núm. CA-46/05-EP (S.L. 2006/55/832).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 15 de julio de 2008.- El Jefe de Servicio de Legislación, 
Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 15 de julio de 2008, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la Resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por doña Sabina Llauguer Boix, 
en nombre y representación de Lidl Supermercados, 
S.A.U., contra otra dictada por el Delegado del Gobierno 
de Almería, recaída en el expediente 04-000001-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
Sabina Llauguer Boix, en nombre y representación de Lidl Su-

permercados, S.A.U., de la Resolución adoptada por el Secre-
tario General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Almería, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, 29 de abril de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes antecedentes

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Almería dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 1.500 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por hacer publicidad engañosa o 
subliminal: ofertar a los consumidores un receptor digital te-
rrestre, marca Silvercrest (59,99 euros), según folleto informa-
tivo válido del 9 de diciembre del 2005 al 14 de diciembre de 
2005, y sin embargo no facilitar dicho artículo al reclamante, 
dentro del período de duración de la oferta, pese a que el re-
clamante solicitó el producto el primer día en que empezaba 
la oferta y primera hora, justo a las 9,00 horas, horario de 
apertura del establecimiento.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la Resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Nulidad al amparo del artículo 62 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, por caducidad: la reclamación es de diciem-
bre de 2005.

- Infracción al principio de presunción de inocencia: se 
imputa una infracción inexistente, falta prueba inculpatoria, 
no existen actas o actuaciones previas acreditativas. Cita la 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede 
en Sevilla, de 28 de septiembre de 2000: “No existe ninguna 
otra prueba que permita considerar probadas las infracciones 
imputadas, dado que únicamente consta denuncia de un parti-
cular contenida en una hoja de reclamación...”.

- El eventual agotamiento de existencias no constituye de 
por sí un acto ilícito, puesto que ello sería tanto como impe-
dir la comunicación al público de toda venta promocional e 
incluso de la oferta ordinaria de un establecimiento: la norma-
tiva sobre ofertas promocionales no contempla una obligación 
absoluta de disponer de existencias suficientes para satisfacer 
la demanda efectiva (art. 9.2 de la Ley de Comercio Minorista 
y la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 2 de Sevilla, recaída en el recurso núm. 62/2006, sobre 
el argumento de que “Tercero... a la vista del folleto publicita-
rio consta que los precios eran válidos hasta el 31 de marzo 
de 2004, haciéndose constar igualmente que se trataba de 
‘Existencias limitadas’ (el subrayado es nuestro), lo que deter-
mina el suministro de información suficiente al consumidor, de 
manera que no existiendo una norma que indique el número 
de unidades a ofertar, ni el tiempo mínimo de duración de la 
misma cuando estas son ‘limitadas’, y constando, además, 
que los productos se pusieron a la venta al inicio de la pro-
moción, pero se agotaron, cabe apreciar la falta de tipicidad, 
al quedar excluido el propósito de defraudar y engañar que 
informa el precepto aplicado (falseamiento de la publicidad de 
su oferta), en que la resolución sancionadora incardina la con-
ducta tipificada...”.

- Infracción al principio de culpabilidad.
- Desproporción de la sanción.


